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    ACTUACIONES 

 

EXP. NUM. 932/2017-II 

 

Los Mochis, Ahome, Sinaloa. A 24 (veinticuatro) de octubre de 

2017 (dos mil diecisiete). 

 

         Visto para resolver el presente juicio de nulidad número 

932/2017-II, promovido por *********************quien 

demanda al ciudadano Inspector de Transportes 

*********************, adscrito a la Dirección De Vialidad 

Y Transportes Del Gobierno Del Estado De Sinaloa, Delegación El 

Fuerte, Sinaloa, y; 

 

R E S U L T A N D O 

 

1.- Que con fecha 05 (cinco) de mayo de 2017 (dos mil 

diecisiete), compareció ante esta Sala Regional Zona Norte del 

Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Sinaloa, 

*********************demandando al ciudadano Inspector de 

Transportes *********************, adscrito a la Dirección 

De Vialidad Y Transportes Del Gobierno Del Estado De Sinaloa, 

Delegación El Fuerte, Sinaloa, por la nulidad de la boleta de infracción 

con número de folio *********************expedida y 

elaborada por la nombrada autoridad estatal. 

  

2.- En fecha 26 (veintiséis) de mayo de 2017 (dos mil 

diecisiete), se tuvo por ADMITIDA la demanda, y  por ofrecidas, 

recibidas y desahogadas en razón de su propia naturaleza, las pruebas  

ofrecidas por la parte actora consistentes en la Documental Pública, 

Instrumental de Actuaciones y Presunciónales, y se ordenó 

emplazar a las autoridades demandadas, las cuales no produjeron 

contestación a la misma, no obstante haber sido debidamente 

notificadas y emplazadas según las constancias procesales que 

conforman el presente sumario.  

3.- Mediante Proveído dictado por esta Sala el día 25 

(veinticinco) de septiembre de 2017 (dos mil diecisiete), se 
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declaró CERRADA LA INSTRUCCIÓN, quedando citado el juicio para 

oír resolución, y 

 

C O N S I D E R A N D O 

 

I.- Esta Sala es competente para conocer y resolver del 

presente Juicio, de conformidad con los artículos 2, 3, 13, fracción I, 

22 y 23 fracción I,  de la Ley de Justicia Administrativa para el Estado 

de Sinaloa; 25, 30,  y 33 fracción I, 38 fracción XI,  del Reglamento 

Interior del Tribunal de  Justicia Administrativa del Estado de Sinaloa.  

 

II.- Por lo que toca a las expresiones formuladas por la parte 

actora a título de conceptos de nulidad, este juzgador omitirá su 

trascripción sin que por ello, de ser necesario, deba pronunciarse a su 

estudio exhaustivo, al considerar que dicho actuar no constituye una 

omisión formal en la estructura de la presente sentencia acorde con lo 

preceptuado por el artículo 96 de la Ley de Justicia Administrativa 

para el Estado de Sinaloa, y que además, no representa fuente 

generadora de agravios a las partes del presente juicio. 

 

En su esencia, robustece lo anterior el contenido de la tesis 

jurisprudencial VI.2o. J/129, sustentada por el Segundo Tribunal 

Colegiado del Sexto Circuito, publicada en el Semanario Judicial de la 

Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo VII, abril de 1998, 

página 559, cuyo rubro y tenor literal es:  

 

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A 

TRANSCRIBIRLOS. El hecho de que el Juez Federal no transcriba 

en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no 

implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la 

cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que 

establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de 

que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado 

que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y 

alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la 

ilegalidad de la misma.” 

 

III.- De conformidad con lo establecido por el artículo 65, 

fracción I, de la Ley de Justicia Administrativa para el Estado de 
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    ACTUACIONES 

 

Sinaloa, se presumen ciertos los hechos que en forma precisa le 

imputa la parte actora a la autoridad demandada, en virtud de que la 

misma no se presentó a otorgar contestación a la demanda interpuesta 

en su contra en tiempo y forma, no obstante haber sido debidamente 

emplazada, según se advierte de las constancias procesales que 

conforman este sumario.  

 

IV.- De conformidad con lo establecido en la fracción I del 

artículo 96 de la Ley de Justicia Administrativa para el Estado de 

Sinaloa, se procede a la fijación del acto impugnado en el juicio, 

determinando que este se constituye por la boleta de infracción 

número de folio *********************emitida por el Inspector 

de Transportes   *********************, adscrito la Dirección 

de Vialidad y Transportes del Gobierno del Estado de Sinaloa, 

Delegación El Fuerte, Sinaloa,; Siendo la pretensión procesal de la 

actora, que se declare la nulidad de la resolución combatida, merced, 

que la considera ilegal por carecer de sus requisitos de 

fundamentación de la existencia jurídica y competencia para actuar de 

la entidad emisora. 

 

Enseguida, advertido que el estudio de las causales de 

improcedencia y sobreseimiento del juicio deben ser analizadas aún 

de oficio por la Sala, según lo dispuesto por los artículos 93, in fine y 

96, fracción II, de la Ley de Justicia Administrativa para el Estado de 

Sinaloa, este Resolutor estima dable precisar que del estudio 

efectuado a las constancias procesales que integran los presentes 

autos, no se extraen elementos objetivos que tornen necesario 

pronunciamiento respectivo con relación a la posible actualización de 

alguna de las hipótesis normativas a que aluden los numerales 93  y 

94 de la supra citada Legislación; en mérito de ello, estimándose 

satisfecha la exigencia que a la Sala le imponen los citados ordinales 

93 in fine y 96, fracción II, del enjuiciamiento de la materia; 

enseguida se pronunciará al estudio del concepto de nulidad y 

excepciones y defensas opuestas por las partes, en observancia de lo 

previsto por la fracción III, del aludido artículo 96 del ordenamiento 

legal supra. 
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V.-  La pretensión procesal de la actora, es la nulidad de la 

resolución combatida, merced, que la considera ilegal por los motivos 

que en el estudio de los agravios se expondrá. 

| 

Precisado lo anterior, con fundamento en la fracción III, del 

artículo 96 de la ley de Justicia Administrativa para el estado de 

Sinaloa, esta Sala orienta su estudio al segundo de los conceptos de 

nulidad hechos valer por el demandante en el cual combate la omisión 

de citar en el texto del acto combatido el precepto o preceptos que 

otorgan competencia a la autoridad emisora de la boleta de infracción 

impugnada. 

 

Lo anterior en apoyo al criterio aplicado por analogía contenido en 

la tesis Jurisprudencial P./J. 3/2005, publicada en la Página 5, del 

Semanario Judicial de la Federación, Novena Época, en Materia Común, 

que reza lo siguiente:  

 

 
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN EN AMPARO DIRECTO. EL 

ESTUDIO DE LOS QUE DETERMINEN SU CONCESIÓN DEBE 

ATENDER AL PRINCIPIO DE MAYOR BENEFICIO, PUDIÉNDOSE 

OMITIR EL DE AQUELLOS QUE AUNQUE RESULTEN FUNDADOS, 

NO MEJOREN LO YA ALCANZADO POR EL QUEJOSO, INCLUSIVE 

LOS QUE SE REFIEREN A CONSTITUCIONALIDAD DE LEYES. De 

acuerdo con la técnica para resolver los juicios de amparo directo del 

conocimiento de los Tribunales Colegiados de Circuito, con 

independencia de la materia de que se trate, el estudio de los 

conceptos de violación que determinen su concesión debe atender al 

principio de mayor beneficio, pudiéndose omitir el de aquellos que, 

aunque resulten fundados, no mejoren lo ya alcanzado por el quejoso, 

inclusive los que se refieren a constitucionalidad de leyes. Por tanto, 

deberá quedar al prudente arbitrio del órgano de control 

constitucional determinar la preeminencia en el estudio de los 

conceptos de violación, atendiendo a la consecuencia que para 

el quejoso tuviera el que se declararan fundados. Con lo anterior 

se pretende privilegiar el derecho contenido en el artículo 17, segundo 

párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 

consistente en garantizar a los ciudadanos el acceso real, completo y 

efectivo a la administración de justicia, esto es, que en los diversos 

asuntos sometidos al conocimiento de los tribunales de amparo se 

diluciden de manera preferente aquellas cuestiones que originen un 

mayor beneficio jurídico para el gobernado, afectado con un acto de 

autoridad que al final deberá ser declarado inconstitucional.  

 

Contradicción de tesis 37/2003-PL. Entre las sustentadas por la 

Primera y Segunda Salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

31 de agosto de 2004. Unanimidad de diez votos. Ponente: José 

Ramón Cossío Díaz. Secretario: Miguel Enrique Sánchez Frías. 
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El Tribunal Pleno, en su sesión privada celebrada hoy siete de febrero 

en curso, aprobó, con el número 3/2005, la tesis jurisprudencial que 

antecede. México, Distrito Federal, a siete de febrero de dos mil 

cinco.” 

 

*(Lo resaltado es de la Sala). 
 

Al respecto, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 88 

y 89 de la Ley de Justicia Administrativa para el Estado de Sinaloa, 

esta Resolutora considera procedente el concepto de nulidad hecho 

valer por el demandante, por lo siguiente: Del texto del acto 

combatido no se logra advertir que la demandada invoque los 

preceptos que les otorgan legitimación para actuar en el tiempo, 

modo y lugar que lo hicieron, ocasionando tal circunstancia un 

absoluto estado de indefensión en el accionante, ello en razón de que 

únicamente citan los artículos1, 2, 3, 4, 5, 6, 179, 180, 182, 267, 269 

y 270  segundo transitorio de la Ley de Tránsito y Transportes del 

Estado de Sinaloa que establecen que la referida Ley tiene por objeto 

establecer las bases para la ordenación y regulación del tránsito de 

vehículos, conductores pasajeros y peatones que hagan uso de las 

vías públicas del Estado de Sinaloa, que sus disposiciones son de 

orden público, interés social y observancia general en todo el Estado, 

que la aplicación del citado ordenamiento y su reglamento 

corresponde al Ejecutivo del Estado a través de la dependencia  

competente que señala el Reglamento Orgánico de la Administración 

Pública, la cual será el órgano encargado de evaluar en los términos  

de la Legislación respectiva las acciones necesarias en materia de 

infraestructura carretera, tránsito, transporte y vialidad del Estado, 

que dicho órgano estará integrado por las dependencias y las 

unidades administrativas que determine su Reglamento Interior, que 

el órgano administrativo referido se le denominará genéricamente 

Autoridades de Tránsito y Transportes indistintamente, que el 

Transporte como Servicio Público, es atributo del estado, siendo suya 

la facultad de legislar sobre esta materia, que se considerará servicio 

público de transporte de personas o cosas el que se realice por calles 

y caminos de jurisdicción estatal para la satisfacción de necesidades 

colectivas, que cuando se autorice o concesione la prestación del 

Servicio Público de transporte, quedará a juicio del Ejecutivo 
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establecer para su explotación las modalidades que dicten el orden 

público y el interés social, toda persona física o moral que haya sido 

titular de una concesión o permiso de ruta o zona de servios públicos 

de transporte que haya dejado de serlo por sesión anulación o 

revocación no podrá obtener la titularidad de otro en un término de 

cinco años, que las violaciones a lo dispuesto en la ley de referencia y 

su Reglamento que se refieran a la explotación del servicio público de 

transporte, se sancionarán  en los términos del capítulo relativo a las 

sanciones en materia de transporte, que la autoridad de Tránsito y 

Transportes podrá  aplicar sanciones consistentes en la detención  y 

retiro de los documentos, placas y tarjeta de circulación o sanciones 

económicas y que las atribuciones encomendadas a la Secretaría 

General de Gobierno en materia de tránsito y transportes pasan a ser 

competencia de las autoridades de Tránsito y Transportes; así mismo 

cita los artículos 1,198 y 292 del Reglamento de la Ley de Tránsito y 

Transportes del Estado de Sinaloa los cuales señalan que dicho 

reglamento es de observancia general en todo el territorio estatal, 

que la autorización, operación, explotación y control del Transporte de 

personas o cosas se sujetarán a las disposiciones de dicha Ley, del 

Reglamento y las normas que emita la Dirección General y que la 

aplicación de las sanciones en materia de transportes a que se refiere 

la Ley se regirá por lo dispuesto en el capítulo relativo al 

procedimiento para la aplicación de sanciones en materia de 

Transportes 

 

 

Por todo lo anterior,  resultan insuficientes para acreditar que en 

el acto aquí impugnado se dio cumplimiento a las formalidades que 

legalmente debe revestir todo acto de autoridad; es de estimarse que 

al resultar mandato Constitucional que las autoridades funden y 

motiven la causa legal de su proceder, señalando en primer orden el 

dispositivo o dispositivos que prevean su existencia y sus facultades 

para actuar en un determinado tiempo, lugar y sentido, el acto 

impugnado en la especie incumple con tales requisitos resultando por 

ello ilegitimo a la luz del dispositivo 16 de nuestra Carta Magna en 

relación con la fracción II del numeral 97 de la Ley de Justicia 
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Administrativa para el Estado de Sinaloa, por lo cual resulta   

procedente decretar la nulidad de la boleta de infracción combatida.  

 

Lo anterior tiene asidero en las tesis de Jurisprudencia que a 

continuación se transcriben: 

 

Tesis de Jurisprudencia con número de Registro 249,484, Materia 

Común, Séptima Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación 175-180 Sexta Parte, 

Página 98 12 Genealogía: Informe 1983, Tercera Parte, Tribunales 

Colegiados de Circuito, tesis 10, página 94. Cuyo rubro y texto es el 

siguiente: 

 

FUNDAMENTACIÓN. CARACTERÍSTICAS DEL ACTO DE 

AUTORIDAD CORRECTAMENTE FUNDADO. FORMALIDAD 

ESENCIAL DEL ACTO ES EL CARÁCTER CON QUE LA AUTORIDAD 

RESPECTIVA LO SUSCRIBE Y EL DISPOSITIVO, ACUERDO O 

DECRETO QUE LE OTORGUE TAL LEGITIMACIÓN. Para poder 

considerar un acto autoritario como correctamente fundado, es 

necesario que en él se citen: A) Los cuerpos legales y preceptos que se 

están aplicando al caso concreto, es decir los supuestos normativos en 

que encuadra la conducta del gobernado, que serán señalados con toda 

exactitud, precisándose los incisos, subincisos y fracciones. B) Los 

cuerpos legales y preceptos que otorgan competencia o facultades a las 

autoridades, para emitir el acto en agravio del gobernado. Ahora bien, 

siguiendo una secuencia lógica, este tribunal considera que la citación 

de los artículos que otorgan competencia, debe realizarse también con 

toda exactitud, señalándose el inciso, subinciso y fracción o fracciones 

que establezcan las facultades que en el caso concreto, la autoridad 

está ejercitando al emitir el acto de poder en perjuicio del gobernado. 

En efecto, la garantía de fundamentación consagrada en el artículo 16 

constitucional lleva implícita la idea de exactitud y precisión en la 

citación de los cuerpos legales, preceptos, incisos, subincisos y 

fracciones de los mismos que se están aplicando al particular en el caso 

concreto, y no es posible abrigar en la garantía individual comentada, 

ninguna clase de ambigüedad, o imprecisión, puesto que el objetivo de 

la misma primordialmente se constituye por una exacta 

individualización del acto autoritario, de acuerdo a la conducta 

realizada por el particular, la aplicación de las leyes a la misma y desde 

luego, la exacta citación de los preceptos competenciales, que permiten 

a las autoridades la emisión del acto de poder. 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL 

PRIMER CIRCUITO. Amparo directo 16/83. Jorge León Rodal Flores. 12 

de julio de 1983. Unanimidad de votos. Ponente: Genaro David 

Góngora Pimentel. Secretario: Roberto Terrazas Salgado 

       

 Y la Tesis de Jurisprudencia Materia(s): Administrativa Novena 

Época Instancia: Segunda Sala Fuente: Semanario Judicial de la 

Federación y su Gaceta XXII, Septiembre de 2005 Tesis: 2a./J. 

115/2005 Página: 310, cuyo texto rubro y texto establecen: 
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COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. EL 

MANDAMIENTO ESCRITO QUE CONTIENE EL ACTO DE MOLESTIA 

A PARTICULARES DEBE FUNDARSE EN EL PRECEPTO LEGAL QUE 

LES OTORGUE LA ATRIBUCIÓN EJERCIDA, CITANDO EL 

APARTADO, FRACCIÓN, INCISO O SUBINCISO, Y EN CASO DE 

QUE NO LOS CONTENGA, SI SE TRATA DE UNA NORMA 

COMPLEJA, HABRÁ DE  TRANSCRIBIRSE LA PARTE 

CORRESPONDIENTE. 

De lo dispuesto en la tesis de jurisprudencia P./J. 10/94 del Tribunal en 

Pleno  de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la 

Gaceta del Semanario  Judicial de la Federación Número 77, mayo de 

1994, página 12, con el rubro: "COMPETENCIA. SU FUNDAMENTACIÓN 

ES REQUISITO ESENCIAL DEL ACTO DE AUTORIDAD.", así como de las 

consideraciones en las cuales se sustentó dicho criterio, se advierte 

que la garantía de fundamentación consagrada en el artículo 16 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, lleva implícita la 

idea de exactitud y precisión en la cita de las normas legales que 

facultan a la autoridad administrativa para emitir el acto de molestia de 

que se trate, al atender al valor jurídicamente protegido por la 

exigencia constitucional, que es la posibilidad de otorgar certeza y 

seguridad jurídica al particular frente a los actos de las autoridades que 

afecten o lesionen su interés jurídico y, por tanto, asegurar la 

prerrogativa de su defensa ante un acto que no cumpla con los 

requisitos legales necesarios. En congruencia con lo anterior, se 

concluye que es un requisito esencial y una obligación de la 

autoridad fundar en el acto de molestia su competencia, pues 

sólo puede hacer lo que la ley le permite, de ahí que la validez 

del acto dependerá de que haya sido realizado por la autoridad 

facultada legalmente para ello dentro de su respectivo ámbito 

de competencia, regido específicamente por una o varias 

normas que lo autoricen; por tanto, para considerar que se 

cumple con la garantía de fundamentación establecida en el 

artículo 16 de la Constitución Federal, es necesario que la 

autoridad precise exhaustivamente su competencia por razón 

de materia, grado o territorio, con base en la ley, reglamento, 

decreto o acuerdo que le otorgue la atribución ejercida, citando 

en su caso el apartado, fracción, inciso o subinciso; sin embargo, 

en caso de que el ordenamiento legal no los contenga, si se trata de 

una norma compleja, habrá de transcribirse la parte correspondiente, 

con la única finalidad de especificar con claridad, certeza y precisión las 

facultades que le corresponden, pues considerar lo contrario significaría 

que el gobernado tiene la carga de averiguar en el cúmulo de normas 

legales que señale la autoridad en el documento que contiene el acto 

de molestia, si tiene competencia por grado, materia y territorio para 

actuar en la forma en que lo hace, dejándolo en estado de indefensión, 

pues ignoraría cuál de todas las normas legales que integran el texto 

normativo es la específicamente aplicable a la actuación del órgano del 

que emana, por razón de materia, grado y territorio. 

Contradicción de tesis 114/2005-SS. Entre las sustentadas por el 

Segundo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Tercer Circuito, 

el Tercer Tribunal Colegiado del Vigésimo Tercer Circuito y el Primer 

Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito. 2 de 

septiembre de 2005. Cinco votos. Ponente: Genaro David Góngora 

Pimentel. Secretario: Alfredo Aragón Jiménez Castro. 

Tesis de jurisprudencia 115/2005. Aprobada por la Segunda Sala de 

este Alto Tribunal, en sesión privada del nueve de septiembre de dos 

mil cinco. 

 Lo resaltado es propio. 

 

Atendiendo al hecho de que el concepto de nulidad analizado 

anteriormente resulta suficiente para decretar la nulidad del acto 

administrativo traído a juicio, resulta innecesario entrar al estudio del 
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diverso concepto de anulación hecho valer por el actor, toda vez que 

es suficiente que proceda uno de ellos para que esta Sala decrete la 

nulidad del acto impugnado según lo dispuesto por la fracción III del 

artículo 96 de la Ley de la materia; la cual resulta lisa y llana en la 

especie, en atención a que no resulta factible condenar a las 

autoridades a emitir un acto diverso (que purgue los vicios del 

anterior); puesto que tal evento dependería de que cuenten o no los 

motivos y fundamentos para hacerlo.  

 

Por otro lado, en cuanto a la pretensión del accionante relativa a 

la devolución de la LICENCA DE CONDUCIR, que le fue retenida en 

concepto de garantía por la autoridad ejecutora del acto combatido, 

cabe asentarse por este Resolutor que dicha pretensión no ha quedado 

satisfecha puesto que en autos se advierte de que no consta de que la 

autoridad demandada haya presentado ante esta Sala el documento 

retenido en concepto de garantía.  

 

En razón de la nulidad decretada se condena a la autoridad 

demandada a poner a disposición de la parte actora ante esta Sala, la 

LICENCIA DE CONDUCIR que le fue retenida al momento de 

elaborar el acta de hechos.  

 

Conforme a lo anterior y atento a lo dispuesto por la fracción VI 

el artículo 96 de la Ley de Justicia Administrativa para el Estado de 

Sinaloa, se;  

R E S U E L V E: 

            PRIMERO.- Ha procedido la acción intentada por 

*********************consecuentemente; 

 

            SEGUNDO.- Se declara la nulidad del documento 

denominado boleta de infracción número folio 

*********************emitida por al ciudadano Inspector de 

Transportes *********************, adscrito a la 

DIRECCIÓN DE VIALIDAD Y TRANSPORTES DEL GOBIERNO DEL 

ESTADO DE SINALOA, Delegación El Fuerte, Sinaloa, de 
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conformidad con lo establecido  en el considerando V de la presente 

sentencia.  

 

         TERCERO.- Se condena a la autoridad demandada a poner a 

disposición de la parte actora ante esta Sala, la LICENCIA DE 

CONDUCIR que le fue retenida al momento de elaborar el acta de 

hechos, esto en razón de la nulidad de la boleta de infracción 

********************* 

 

CUARTO. – Se hace del conocimiento de las partes del presente 

proceso, que en contra de la presente resolución es procedente el 

recurso de revisión previsto en los artículos 112, 113, 113 Bis, 114 y 

114 Bis de la Ley de Justicia Administrativa para el Estado de Sinaloa. 

 

  QUINTO.- Una vez que haya causado ejecutoria la presente 

sentencia en los términos del artículo 101 de la Ley de Justicia 

Administrativa para el Estado de Sinaloa, en su oportunidad 

archívese el presente expediente como asunto total y 

definitivamente concluido.  

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

Así lo proveyó y firmó EL CIUDADANO LICENCIADO JOSÉ 

CLEMENTE TORRES GERMAN, Magistrado Instructor de la Sala 

Regional Zona Norte del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado 

de Sinaloa, con residencia en esta ciudad; de conformidad con el 

Acuerdo número 04. S.O. 34/2009, dictado por la Sala Superior, en 

sesión Ordinaria número 34/2009 de fecha 16 (dieciséis) de octubre 

del  año dos mil nueve; en unión de la Licenciada Diana Cecilia 

Heredia Rodríguez, Secretario de  Acuerdos,  que actúa y da fe, con 

fundamento en los artículos 23 fracción I y 26 fracciones I y V, ambos 

de Ley de Justicia Administrativa para el Estado de Sinaloa, así como 

los artículos  33 fracción I, 38 fracción V, XI,  del Reglamento Interior 

del Tribunal de  Justicia Administrativa del Estado de Sinaloa. 

 

*ELIMINADO. Corresponde a datos personales de las partes del juicio. 

Fundamento legal: Artículos 3 fracción XXVI, 149, 155 fracción III, 156 y 165 

de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de 
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    ACTUACIONES 

 

Sinaloa, en relación con los numerales Trigésimo Octavo Fracción I, 

Quincuagésimo Segundo párrafo segundo, Quincuagésimo, tercero de los 

lineamientos generales en materia de clasificación y desclasificación de la 

información, así como la elaboración de versiones públicas.  

 

 


